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1.9.1 Introducción
Nuestra Institución se constituye como un defensor de los derechos individuales de todos los colectivos, 
si bien se preocupa de manera especial por aquellos que se presentan como más vulnerables en nuestra 
sociedad. En este sentido, menores y adolescentes constituyen uno de los sectores que por innumerables 
situaciones sufren agresiones de un entorno a veces hostil y de una sociedad que se construye con enormes 
problemas y pocas oportunidades para ellos.

Por tanto, todas las personas menores de edad, por el simple hecho de serlo, tienen la consideración de 
“vulnerables”. Sin embargo, dentro de ellas hay algunas que, por sus circunstancias o razones diversas, viven 
en situación de especial riesgo o vulnerabilidad. Son niños que no disponen de atención o cuidado de sus 
familias y están desprotegidos y desamparados; niños y niñas que están sufriendo por ser objeto de maltrato 
o abuso tanto en el ámbito familiar como escolar; menores que tienen problemas de salud mental; aquellos 
otros que consumen drogas o alcohol; también quienes tienen necesidades educativas especiales y más 
dificultades para ejercer su derecho a la educación; o aquellos jóvenes que han cometido actos delictivos. 

Tampoco debemos olvidar a los niños y niñas afectados por la pobreza, especialmente en los últimos tiempos 
como consecuencia de esta cruel crisis económica que tanto daño ha ocasionado y que ha agravado las 
situaciones de las familias en riesgo de exclusión social y la pobreza infantil. En 2016 ha continuado la 
guerra de cifras sobre los niños pobres. Esta polémica no puede hacernos perder la perspectiva de que, 
en cualquier caso, la pobreza ataca a la infancia y que hemos de aunar todos los esfuerzos para luchar 
contra esta lacra social. 

Junto a estos colectivos existen otros también especialmente vulnerables como consecuencia de las nuevas 
realidades sociales, los cambios económicos, y las características de los actuales flujos migratorios. Asistimos 
a una nueva infancia vulnerable, una infancia todavía demasiado invisible. Nos referimos a los menores 
víctimas de trata de seres humanos, los menores extranjeros no acompañados, y los menores refugiados.

Los problemas que atañen a estos niños y niñas que hemos denominado especialmente vulnerables 
constituyen el pilar básico de nuestras intervenciones, las cuales se realizan a instancia de parte o promovidas 
de oficio por la Defensoría. Pero no son las únicas. Las facetas en las que interviene el Defensor son tan 
variadas que, prácticamente, inciden en todos los aspectos de la vida de la infancia y adolescencia y afectan 
a la diversidad de derechos fundamentales y libertades públicas que los mismos ostentan. 

Seguidamente ofrecemos un resumen de algunas de las principales intervenciones que nuestra Institución 
ha venido desarrollando en asuntos relacionados con menores de edad. Un documento que será ampliado 
y completado en el Informe que en nuestra condición de Defensor del Menor de Andalucía se ha de 
presentar al Parlamento andaluz. 

Esta forma de dar cuenta de nuestro trabajo, desde una visión transversal que prioriza el interés superior 
del menor cualquiera que sea el ámbito o la esfera de la vida afectada, viene a evidenciar la especial 
preocupación y el interés de la Institución por todas las actuaciones que garanticen el cumplimiento de 
los derechos de la infancia y adolescencia. 

1.9.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.9.2.1 Menores en situación de riesgo
1.9.2.1.1 Denuncias de riesgo en el entorno social y familiar 
de los menores
En ocasiones es requerida nuestra intervención como Defensor del Menor de Andalucía ante situaciones de 
riesgo de menores de edad. Son habituales las denuncias, especialmente de carácter anónimo, que nos ponen 
sobre aviso de que algunos niños o niñas pudieran estar recibiendo malos tratos por sus progenitores. 
También aquellas otras que nos informan sobre la conducta negligente de los padres con los hijos.
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En la tramitación de estos 
expedientes procedemos al 
traslado de tales denuncias a 
las autoridades competentes, 
promoviendo de este modo 
su intervención en la solución 
de l  problema p lanteado: 
Preferentemente nos dirigimos 
a las Corporaciones locales que 
tienen atribuidas por el artículo 
18 de la Ley 1/1998, de 20 de 
abril, de los derechos y la atención 
al menor, las competencias para 
detectar e intervenir directamente 
ante situaciones de riesgo.

Se trata de asuntos especialmente 
delicados, motivo por el que esta 
Institución siempre advierte a 
los ayuntamientos a los que nos 

dirigimos de que no disponemos de ningún elemento probatorio de la veracidad de las manifestaciones 
efectuadas por la persona denunciante, a pesar de lo cual y ante el riesgo de que pudieran encontrarse 
comprometidos los derechos e integridad del menor ponemos los hechos en conocimiento de dicho 
organismo. En cualquier caso, recordamos el deber genérico de reserva y confidencialidad respecto de los 
datos personales, al tiempo que rogamos se evite en lo posible intromisiones no necesarias en la intimidad 
personal y familiar de las personas afectadas.

De este modo, tras recibir una denuncia -normalmente anónima- o bien tras tener constancia de los 
hechos por noticias publicadas en medios de comunicación o cualquier otra fuente, iniciamos una de estas 
actuaciones. Así en la queja 16/1259 nos interesamos por la posible situación de riesgo de una menor 
de San Juan de Aznalfarache (Sevilla) y pedimos la intervención de la citada corporación local. En la queja 
16/1318 pedimos dicha intervención en relación con dos menores residentes en Camas (Sevilla). En la queja 
16/0405 el menor en cuestión, en posible situación de desamparo residía en Ronda (Málaga). En la queja 
16/4173 actuamos ante la posible situación de riesgo de una adolescente de Vélez Málaga. 

En todos estos casos la respuesta de los servicios sociales comunitarios se orienta a comprobar la veracidad 
de los hechos expuestos en la denuncia, actuando en consecuencia a los datos corroborados. No deja de ser 
frecuente que los servicios sociales municipales ya dispusieran de antecedentes de la familia y al remitirnos 
información sobre su actuación en el caso concreto nos relaten antecedentes de intervenciones anteriores 
con el núcleo familiar e incluso con su familia extensa, aportando detalles del resultado final de su actuación. 

1.9.2.1.2 Supervisión de las actuaciones de los Servicios 
Sociales Comunitarios
Los Servicios Sociales comunitarios constituyen el primer escalón de la intervención social con menores en 
la detección y/o intervención en situaciones de riesgo, y en ocasiones se pone en cuestión las actuaciones 
acordadas tras denuncias sobre posible situación de riesgo de los menores. Estas reclamaciones, en 
ocasiones, son planteadas por las propias familias, tal como aconteció en la queja 16/0879 donde una 
abuela solicitaba la intervención de la Defensoría respecto de sus nietos. Tras dar trámite a la queja 
apreciamos que la situación de los menores descrita por la abuela encuadra en la definición de riesgo que 
ofrece la Ley, de lo que derivan los efectos en ella previstos, esto es, la nueva redacción de la ley 1/1996, 
de Protección Jurídica del Menor, impone que tras detectar una “situación de riesgo” se ha de elaborar y 
poner en marcha con la familia un proyecto de intervención social y formativo en habilidades sociales y 
familiares, que deberá recoger los objetivos, actuaciones, recursos y previsión de plazos, promoviendo los 
factores de protección del menor y manteniendo a éste en su medio familiar. 
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